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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCESO PENAL / IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES / CAUSALES DE IMPEDIMENTO

IMPEDIMENTOS PARA CONOCER – Postura de la C.S de J..

… Frente a lo anterior la H. Corte Suprema de Justicia acerca de la procedencia del impedimento, ha establecido que el mismo solo opera bajo la condición de que efectivamente se vea comprometida la imparcialidad del juez, como elemento esencial para salvaguardar la confianza en el Estado de Derecho mediante decisiones que gocen de credibilidad social y legitimidad, a la vez que garantice la transparencia y rigor que orienta la tarea de administrar justicia, por lo cual la manifestación de impedimento debe ser un acto unilateral, voluntario, oficioso y obligatorio, cuando concurran cualquiera de las causas que de manera taxativa contempla el ordenamiento procedimental para separarse del conocimiento de determinado trámite. 
CAUSALES DE IMPEDIMENTO – Son taxativas.
… Las causales se encuentran señaladas en la ley, y por ello rige el principio de taxatividad según el cual solo constituye motivo de separación del conocimiento de un asunto aquel que de forma expresa se halla fijado en la norma, lo que conlleva a la exclusión de cualquier tipo de aplicación analógica en tal sentido, en tanto se trata de reglas de garantía de la independencia judicial y de vigencia del principio de imparcialidad del juez, por lo cual esas causales no pueden ser subjetivas o caprichosas según cada funcionario.
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1.- VISTOS 

Corresponde a esta Corporación pronunciarse sobre el impedimento aducido por la titular del Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira, para proseguir con la etapa del juicio en el proceso que se adelanta en contra de JJAJ, por la conducta punible de fraude procesal, el cual no fue aceptado por su homóloga del Juzgado Octavo Penal del Circuito de Pereira.

2.- ACTUACIÓN PROCESAL
2.1.- En mayo 18 de 2023, el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento del escrito de acusación que data de esa misma fecha y que fuera presentado por la Fiscalía 14 Seccional de esta capital en contra del señor JJAJ, por medio del cual lo acusó como probable autor, a título de dolo, del delito de falsedad en documento privado agravado por recaer sobre documentos relacionados con medios motorizados  -art. 289 y 290 inc.2° C.P.- en concurso homogéneo -3 eventos-, en concurso heterogéneo con falsedad material en documento público -art. 289 C.P.-, agravado por el uso -art. 290 inciso 1° ídem-, en concurso homogéneo -2 eventos- y fraude procesal -art. 453 C.P.-, cargos que NO ACEPTÓ.

2.2.- Ante el referido despacho, y cuando se llevaría a cabo la audiencia de formulación de acusación (julio 29 de 2024), la misma se varió por la solicitud de preclusión que en favor del investigado elevó la delegada del ente acusador, al considerar que la conducta de fraude procesal se encontraba prescrita, misma que negó la A-quo y contra la cual se interpusieron recursos de reposición y apelación (en sesiones de julio 29 y agosto 22), determinación que fuera confirmada por esta Corporación (diciembre 11 de 2024). Retornado el trámite al despacho de primer nivel, su titular se declaró impedida por auto de enero 21 de 2025, conforme el artículo 56, numeral 14 C.P.P., esto es por haber conocido de la solicitud de preclusión, toda vez que para ello realizó un examen de los EMP allegados al dosier, por lo que ordenó remitir lo actuado a quien le sigue en turno, esto es el Juzgado Octavo Penal del Circuito para lo pertinente.
2.3.- Recibida la actuación ante este despacho, su titular por auto de enero 24 de 2025 declaró infundado el impedimento planteado, al considerar que la causal invocada no opera de manera automática, y debe analizarse si en efecto al resolver la preclusión, el funcionario puede ver afectada su imparcialidad para conocer el asunto, y al escuchar lo decidido por su homóloga,  estima que no realizó valoración alguna de EMP, y su actuar se limitó a establecer el término prescriptivo del delito de fraude procesal, lo cual no vicia su imparcialidad. Por consiguiente y acorde con lo contemplado en el canon 57 C.P.P. dispuso remitir la Sala a esta Corporación, para resolver lo pertinente.

3.- Para resolver, se CONSIDERA
3.1 De la competencia.

La Colegiatura es competente para pronunciarse acerca de la manifestación de impedimento realizado por la Dra. SANDRA MILENA PINEDA ECHEVERRI, como titular del Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), según lo dispuesto en el artículo 57 de la Ley 906/04 modificado por el 82 de la Ley 1395/10, en concordancia con el artículo 34.5 C.P.P., y que fuera negada por su homólogo del Juzgado Octavo Penal del Circuito de esta misma capital.
3.2 Asunto concreto.

El instituto de los impedimentos y las recusaciones tienen una clara fuente constitucional, porque de un lado el artículo 228 de la Carta Política dispone que la Administración de Justicia es función pública y sus decisiones son independientes; y, de otro, el artículo 230 Superior prevé que en sus providencias los jueces sólo están sometidos al imperio de la ley.

A consecuencia de esa independencia surge la necesidad del principio de imparcialidad que debe presidir las actuaciones judiciales, y por tanto la legislación procesal ha previsto una serie de causales de orden objetivo y subjetivo por virtud de las cuales el juez debe declararse impedido para decidir, con el fin de garantizar a las partes, terceros, y demás intervinientes, e incluso a la comunidad en general, la transparencia y rigor que orienta la tarea de Administrar Justicia.

No obstante, como a los jueces no les está permitido separarse por su propia voluntad de las funciones que les han sido asignadas, y a las partes no les está dado escoger libremente la persona del juzgador, las causales que dan lugar a separarse del conocimiento de un caso específico no pueden deducirse por analogía, ni ser objeto de interpretaciones subjetivas, en cuanto se trata de reglas con carácter de orden público fundadas en el convencimiento del legislador de que son éstas y no otras las circunstancias fácticas que impiden que un funcionario judicial conozca de un proceso, porque de continuar vinculado a la decisión compromete la independencia de la Administración de Justicia y quebranta el derecho fundamental de los asociados a obtener un fallo proferido por un Tribunal imparcial
.

Frente a lo anterior la H. Corte Suprema de Justicia
 acerca de la procedencia del impedimento, ha establecido que el mismo solo opera bajo la condición de que efectivamente se vea comprometida la imparcialidad del juez, como elemento esencial para salvaguardar la confianza en el Estado de Derecho mediante decisiones que gocen de credibilidad social y legitimidad, a la vez que garantice la transparencia y rigor que orienta la tarea de administrar justicia, por lo cual la manifestación de impedimento debe ser un acto unilateral, voluntario, oficioso y obligatorio, cuando concurran cualquiera de las causas que de manera taxativa contempla el ordenamiento procedimental para separarse del conocimiento de determinado trámite. 
Las causales se encuentran señaladas en la ley, y por ello rige el principio de taxatividad según el cual solo constituye motivo de separación del conocimiento de un asunto aquel que de forma expresa se halla fijado en la norma, lo que conlleva a la exclusión de cualquier tipo de aplicación analógica en tal sentido, en tanto se trata de reglas de garantía de la independencia judicial y de vigencia del principio de imparcialidad del juez, por lo cual esas causales no pueden ser subjetivas o caprichosas según cada funcionario.
En este caso en particular, luego que la titular del Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), profiriera decisión en julio 29 de 2024, por medio de la cual negó la preclusión por el delito de fraude procesal, reclamada por la delegada del ente acusador en favor del señor JJAJ, lo que fue motivo de alzada, una vez esta Corporación confirmó lo decidido y cuando se esperaba que se continuara con el trámite de ley, la funcionaria consideró que existía una causal impeditiva, esto es, la consagrada en el numeral 14, artículo 56 C.P.P., al haber negado la preclusión solicitada, toda vez que para ello debió analizar los EMP puestos a su disposición.
En efecto, frente a la aludida causal, contemplada en el numeral 14 del canon 56 C.P.P., reiterada en el 335, inciso 2º ibidem, la cual se configura cuando el funcionario judicial “[..] haya conocido de la solicitud de preclusión formulada por la Fiscalía General de la Nación y la haya negado, caso en el cual quedará impedido para conocer del juicio en su fondo”, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en pronunciamiento CSJ AP, 22 ago. 2012, rad. 39687
, ha expresado: 

 (…) el motivo de impedimento no surge automático del solo hecho de que el juez o corporación hayan intervenido en la decisión anterior de preclusión, pues, se hace menester consultar no solo el tipo de intervención realizado, de cara a la nueva decisión o participación de la cual buscan apartarse, sino la teleología del instituto, para, finalmente, verificar si objetiva y materialmente se pone en tela de juicio la imparcialidad y neutralidad de los funcionarios o la confianza de la comunidad en la administración de justicia.

Precisamente, en la decisión del 25 de julio de 2007, la Corte precisó:

“Es claro que el legislador, al instituir la causal expresa contemplada en el inciso segundo del artículo 335 del C. de P.P., ha querido preservar esos valores de imparcialidad e independencia tan caros a la sistemática acusatoria y por ello, en el entendido de que por lo general las causales de preclusión operan previas al adelantamiento de la fase del juicio –tanto que el artículo 331 de esta normatividad directamente consagra que el fiscal debe hacer la solicitud cuando no “existiere mérito para acusar”, y sólo por excepción se faculta en la etapa del juicio plantear la cuestión, incluso por la defensa o el Ministerio Público, respecto de dos específicas causales, como lo establece el parágrafo del artículo 332 ibídem-,  estatuye que el funcionario a quien correspondió resolver sobre el tópico, no puede ser el mismo que adelante el juicio.

Y la razón aparece evidente, en tanto, como se anotó atrás, en la generalidad de los casos ya el funcionario ha evaluado los elementos materiales probatorios, evidencia física e informes recopilados por las partes, arriesgando una consideración concreta respecto de sus efectos en punto de la materialización del delito y la participación en este del procesado sobre el cual se continúa el trámite, así que mal podría entendérsele imparcial para que adelante la más crucial de las etapas del proceso, que en su decurso reclama de intervención profunda del funcionario en las audiencias de formulación de acusación, preparatoria y del juicio oral”. -negrillas de la Sala-.
Así mismo, ha sido enfática la jurisprudencia al sostener que
:

“[…] resulta innecesario apartar a un fallador del conocimiento de un asunto, en eventos como el que aquí se examina, de presentarse dos circunstancias:

«[N]o tiene cabida que el funcionario sea separado del proceso a partir de la audiencia preparatoria y particularmente del juicio –cuyo objeto es examinar las pruebas para conocer lo ocurrido con el fin de juzgar la conducta del procesado- si: (i) no ha llevado a cabo valoración alguna de los elementos materiales de prueba, evidencia física o información relacionada con el caso, y (ii) no se ha pronunciado respecto de los hechos objeto de juzgamiento; pues frente a estas situaciones no se advierte por qué podría originarse en el juez algún prejuicio que vicie su ecuanimidad, máxime si tampoco el líbelo del impedimento da cuenta de ello». (CSJ AP, 11 Mar 2015, Rad. 45419, AP2012-2015, rad.45822, entre otras).


Así las cosas, es claro que no siempre que un funcionario niegue una preclusión, automáticamente queda impedido para conocer de las actuaciones subsiguientes, toda vez que es preciso estudiar en cada caso particular, si en efecto se ha afectado o no su imparcialidad, pues esta debe basarse en situaciones fácticas objetivas que reflejen el compromiso capaz de invadir su conciencia en la resolución del asunto.” -negrillas dela Sala-.
De manera entonces, que no siempre que un funcionario niegue la preclusión queda impedido automáticamente para conocer de las fases procesales posteriores, a menos que en la intervención inicial haya anticipado un juicio sobre la materialidad de los delitos y la responsabilidad del procesado, con la entidad de afectar su imparcialidad.
Observa la Sala que en momento alguno por parte de la juez impedida se hiciera alusión o se analizaran elementos materiales probatorios para tomar la determinación de negar la preclusión, es decir, no hizo referencia, como no podía hacerlo, al tema de la participación y responsabilidad del acusado en los hechos denunciados y anunciados tanto en la imputación como en el escrito acusatorio.

Y es que la funcionaria no tendría por qué haber incursionado en ninguno de esos aspectos valorativos, reservados para el momento de emitir la decisión de fondo una vez culminado el juicio oral, por cuanto lo que se sabe es que lo peticionado por la Fiscalía y que era el objeto de debate, se circunscribió de manera única y exclusiva, en punto de si frente al delito de fraude procesal había operado el fenómeno prescriptivo.

Y a la sazón que fue precisamente a ese aspecto al que la A-quo dirigió su argumentación para considerar, con fundamento en jurisprudencia de la Sala de Casación Penal y de este mismo Tribunal que en el presente asunto ello no había operado. Y si bien es cierto, hizo alusión al menos a uno de los elementos materiales probatorios referidos en el escrito acusatorio, esto es, el acta de desvinculación del rodante involucrado en los hechos, y la fecha en que ello se dio, tal circunstancia, era indispensable para realizar el conteo de los términos prescriptivos, acorde con la postura de la delegada del ente acusador, misma que como se sabe no fue avalada por la judicatura.

Por lo demás, y aunque en efecto, la funcionaria con miras a resolver el recurso de reposición que contra lo decidido interpuso la fiscal, le solicitó a esta que le allegara los EMP con los que acreditaría que tal acto de desvinculación del vehículo había sido cancelado, al respecto como la A-quo lo señaló, no se aportó elemento alguno que así lo soportara y aunque se le allegó una entrevista de la señora MARLY MARULANDA CORREA, frente a este fue enfática en sostener que no hizo valoración alguna, por cuanto no se podía con ello inferir que el Ministerio de Transporte hubiera corregido o cancelado lo plasmado en el  acta de desvinculación del rodante, lo que la llevó a inferir que para ese momento tal anotación aun persistía y por lo mismo que dicho acto administrativo se encontraba vigente, postura esta que igualmente avaló esta Sala de Decisión.

De ello, puede decirse, que en el presente asunto no se advierte que la A-quo haya ingresado en una valoración sustancial y vinculante, como factor desequilibrante y suficiente para estimar que el deber de ser imparcial se encuentra seriamente debilitado. Por el contrario, la decisión que emitió, se limitó a esgrimir que lo pretendido por la Fiscalía, esto es, que había operado el fenómeno prescriptivo, no era de recibo, sin ingresar en otros aspectos de índole valorativo que pusieran en entredicho su imparcialidad para proseguir con la actuación.

En ese orden de ideas, se concluye que el impedimento manifestado por la doctora SANDRA MILENA PINEDA, Juez Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), carece de fundamento y por parte alguna lleva a pensar que no será imparcial al momento de emitir una sentencia de mérito. En esos términos se declarará infundada esa pretensión.
4.- DECISIÓN
Acorde con lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala N° 2 de Decisión Penal, DECLARA INFUNDADO el impedimento planteado por la doctora SANDRA MILENA PINEDA ECHEVERRI, titular del Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), para conocer la etapa de juicio del proceso que se surte contra el señor JJAJ. 

Se ordena en consecuencia, devolver de manera inmediata las diligencias al Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), para que se continúe con el procedimiento de ley.

Infórmese de este proveído a la titular del Juzgado Octavo Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

Contra esta providencia no procede recurso alguno.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
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